
 
 
 

PROYECTO DE LEY 
 

 
 

El Senado y la Cámara de Diputados  

de la Nación Argentina, reunidos en Congreso… 

sancionan con fuerza de Ley: 

 
 

CONSOLIDACIÓN DE LA AUTONOMÍA  
DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 

 
 

Capítulo I 
 

Traspaso de la Inspección General de Justicia 
 
 
Artículo 1°.– Apruébase el Convenio N° 2/2017 celebrado entre el Estado nacional y la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires de transferencia progresiva de facultades y funciones de 
la Inspección General de Justicia -IGJ- en todas las materias no federales ejercidas en la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, suscrito por el Presidente de la Nación y el Jefe de 
Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con fecha 19 de enero de 2017, cuya 
copia autenticada como ANEXO forma parte integrante de la presente ley. 
 
Art. 2°. – El Ministerio de Justicia mantendrá las competencias federales y de interés 
nacional de la Inspección General de Justicia (IGJ), objeto de la presente ley y del convenio 
aprobado por el artículo 1° de ésta, y los sucesivos que se celebren en su cumplimiento, que 
no sean transferidas a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  
 
Art. 3°.- Cumplidos en su totalidad los términos y condiciones del convenio, la ley 22.315 
quedará abrogada. Hasta tanto ello ocurra, el ministro de Justicia podrá disponer respecto de 
la ley 22.315 en todo cuanto hace a la organización funcional de registros y direcciones que 
permanezcan bajo la órbita del Estado nacional.  
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Capítulo II  
 

Traspaso del Puerto Buenos Aires 
 

 
 
Art. 4°.-  A solicitud del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el Poder 
Ejecutivo Nacional le transferirá a título gratuito el dominio, la administración y la operación 
del Puerto Buenos Aires. El traspaso se efectuará previo acuerdo con el Poder Ejecutivo 
Nacional respecto de las obligaciones contraídas por éste con anterioridad a su transferencia. 
  

 
Capítulo III  

 
Traspaso de la Terminal de Ómnibus Retiro 

 
 
Art. 5°.- Transfiérase a título gratuito la ESTACIÓN TERMINAL DE ÓMNIBUS RETIRO 
DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES (E.T.O.R.) a favor de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, incluyendo la totalidad de bienes inmuebles y muebles comprendidos, recursos 
humanos, concesiones adjudicadas y en proceso de adjudicación, contratos, acreencias, 
deudas y obligaciones, sistemas informáticos y toda documentación respaldatoria de la 
administración y operación. 
 
Art. 6°.- Encomiéndase al Poder Ejecutivo Nacional la realización de las gestiones 
correspondientes para la celebración de un Convenio con el Gobierno de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires con el objeto de efectivizar la transferencia referida en el artículo 
precedente, garantizando la continuidad y calidad de la operación de la Terminal de Ómnibus 
Retiro durante el proceso.  
 

 
 
 
 
 
 
 

Capítulo IV  
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Traspaso del Registro de la Propiedad Inmueble 

 
 
Art. 7°.- Transfiérase a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el Registro de la Propiedad 
Inmueble. La transferencia incluirá los recursos humanos, las estructuras funcionales, los 
recursos físicos e informáticos, la documentación y los inmuebles afectados al cumplimiento 
de las funciones. La transferencia será acompañada de los recursos presupuestarios 
correspondientes, según lo dispuesto por el inciso 2) del artículo 75 de la Constitución 
Nacional. 
 
Art. 8°.- Encomiéndase al Poder Ejecutivo Nacional la realización de las gestiones 
correspondientes para la celebración de un Convenio con el Gobierno de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires con el objeto de efectivizar la transferencia referida en el artículo 
precedente. 
 

Capítulo V  
 

Disposiciones finales 
 
 
Art. 9°.- En los casos en los que corresponda, la implementación de la transferencia e 
incorporación de los recursos humanos se concretará de acuerdo a los siguientes principios:   
 

a) Identidad o equivalencia en la función, jerarquía y situación de revista en que 
se encontrare a la fecha de la transferencia.  

b) Retribución por todo concepto no inferior a la que se perciba al momento de la 
transferencia y equiparación a la escala salarial.  

c) Reconocimiento de la antigüedad en la carrera profesional y en el cargo. 
 
Art. 10.– Derógase el artículo 10 de la ley 24.588. 
 
Art. 11.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
 

 
Maximiliano FERRARO 
Paula OLIVETO LAGO 
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ANEXO 
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FUNDAMENTOS  
 
Señor Presidente: 

 
 
El presente proyecto de ley busca afianzar y dar pleno cumplimiento a la autonomía de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, establecida en la reforma constitucional de 1994, a 
través del traspaso definitivo a la órbita de la Ciudad de distintos hitos que hacen a al acervo 
histórico, cultural, económico, turístico e identitario de los porteños y porteñas; nos referimos 
a la Inspección General de Justicia, el Puerto, la Términal de Ómnibus Retiro y el Registro de 
la Propiedad Inmueble.  
 
La Ciudad Autónoma de Buenos Aires, desde la reforma constitucional de 1994, y según lo 
resuelto por por la CSJN en la causa 2084/2017, “Gobierno de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires c/ Córdoba, Provincia de s/ ejecución fiscal”, tiene el mismo puesto que las 
provincias en el sistema normativo que rige la jurisdicción de los tribunales federales y, por lo 
tanto, el mismo derecho a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación. En tal sentido, tiene un estatus especial que reconoce su autonomía plena, 
equiparándola a una provincia en el marco del federalismo argentino, algo que fue ratificado 
por  la Corte Suprema de Justicia de la Nación durante la pandemia en el fallo a favor de la 
Ciudad para la reapertura de escuelas.  
 
Sin embargo, para materializar dicha autonomía, resulta imprescindible la transferencia 
progresiva de funciones, facultades y bienes que actualmente son administrados por el Estado 
Nacional, pero cuya ámbito de actuación se circunscribe al territorio de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires. Este proyecto de ley, en línea con acuerdos preexistentes y el marco 
jurídico vigente, establece la transferencia de cuatro áreas clave: la Inspección General de 
Justicia en materias no federales, el Puerto de Buenos Aires, el Registro de la Propiedad 
Inmueble y la Estación Terminal de Ómnibus Retiro. 
 
La autonomía de la Ciudad implica que debe contar con facultades y recursos para gestionar 
los asuntos locales de manera eficiente y adecuada a las necesidades de sus habitantes. Estas 
transferencias fortalecen la capacidad de la Ciudad para ejercer su autonomía de manera 
plena. Esta autonomía no es meramente una declaración jurídica, sino un principio 
fundamental para garantizar que la Ciudad pueda responder de manera eficaz a los desafíos 
propios de una metrópolis que concentra una parte significativa de la actividad económica, 
política y social del país. 
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En un sistema federal, las funciones deben ser administradas por el nivel de gobierno más 
cercano a los ciudadanos. La gestión local de la Inspección General de Justicia en cuestiones 
no federales, del Puerto, el Registro de la Propiedad Inmueble y de la Terminal de Ómnibus 
permite una administración más eficiente, ágil y cercana a las necesidades de los usuarios y 
operadores. La transferencia también contribuye a reducir la duplicidad de funciones entre los 
niveles nacional y local, lo que genera una optimización en el uso de los recursos públicos y 
una mejora en la calidad de los servicios brindados a la ciudadanía. 
 
En cuanto a la Inspección General de Justicia, su transferencia se fundamenta en el Convenio 
de Transferencia suscrito entre el Presidente de la Nación y el Jefe de Gobierno de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires el 19 de enero de 2017 para la transferencia de la IGJ, aprobado 
por la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a través de la Resolución 
25/2017. Además, la reforma constitucional de 1994 y la Ley 24.588, conocida como Ley 
Cafiero, establecen las bases para avanzar en la transferencia progresiva de competencias y 
servicios. Estos antecedentes jurídicos no solo respaldan la iniciativa, sino que también 
refuerzan el compromiso de las instituciones nacionales con el cumplimiento de los 
principios constitucionales de federalismo y autonomía. 
 
La transferencia de estas funciones y bienes contribuirá a fortalecer las instituciones locales y 
descentralizar las decisiones, lo que favorecerá la eficiencia y transparencia en la gestión 
pública. Este fortalecimiento institucional es esencial para garantizar que la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires pueda consolidar un modelo de desarrollo urbano sostenible, 
integrado y alineado con las demandas de sus habitantes. 
 
La Inspección General de Justicia, en lo que respecta a materias no federales, tiene una 
incidencia directa en el control y registro de sociedades comerciales que operan 
exclusivamente en la Ciudad. Esta transferencia permitirá a la Ciudad regular, supervisar y 
fomentar un ecosistema empresarial adaptado a su realidad económica y social. Además, 
posibilitará una mayor agilidad en los trámites y procedimientos vinculados a la actividad 
empresarial, promoviendo la inversión y el desarrollo económico local. 
 
El Puerto es una infraestructura estratégica que influye en la planificación urbana, el 
comercio y el transporte local. La transferencia permitirá integrar su administración a las 
políticas de desarrollo de la Ciudad, garantizando su sostenibilidad y alineación con las 
necesidades de sus habitantes. Asimismo, el control local del Puerto contribuirá a mejorar la 
seguridad y eficiencia en sus operaciones, además de permitir una mejor coordinación con las 
redes de transporte terrestre y marítimo. 
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La Estación Terminal de Ómnibus Retiro es una pieza clave para la movilidad interurbana y 
regional. Su gestión por parte de la Ciudad garantizará una coordinación más eficiente con el 
sistema de transporte metropolitano y una mejora en la calidad del servicio. Además, la 
transferencia permitirá a la Ciudad realizar inversiones estratégicas para modernizar la 
infraestructura de la Terminal y mejorar las condiciones de trabajo de los operadores, así 
como la experiencia de los pasajeros. 
 
En cuanto al Registro de la Propiedad Inmueble, su actual centralización en la órbita nacional 
dificulta la adecuación de los procedimientos a las necesidades específicas de la Ciudad, 
ralentiza la resolución de trámites y limita la capacidad de modernización e innovación 
tecnológica en beneficio de los ciudadanos. Por ello, transferir esta función permitirá un 
acceso más ágil y cercano a los servicios registrales, fortalecerá la seguridad jurídica en las 
transacciones inmobiliarias y consolidará la autonomía de la Ciudad en línea con el espíritu 
federal del país. 
 
El presente proyecto no solo busca cumplir con mandatos constitucionales y acuerdos 
preexistentes, sino también promover una administración más eficiente, cercana y adaptada a 
las necesidades de los ciudadanos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. La aprobación de 
esta ley será un paso significativo hacia la consolidación del federalismo en la Argentina y el 
fortalecimiento de la autonomía de nuestra capital. Además, enviará un mensaje claro sobre 
el compromiso de las instituciones democráticas con la descentralización y la autonomía, 
principios esenciales para el desarrollo armónico y equitativo de nuestro país. 
 
El traspaso de funciones de la Nación a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha sido un 
proceso gradual que comenzó con la transferencia de diversas competencias en áreas clave, 
como la educación y la seguridad. En 2006, se concretó el traspaso de la administración de la 
educación de la Nación a la CABA, permitiendo a la Ciudad gestionar sus propios 
establecimientos educativos y políticas pedagógicas. Similarmente, en 2016, se trasladó el 
control de la policía, permitiendo a la Ciudad ejercer mayores atribuciones sobre la seguridad 
en su territorio. No obstante, aún restan materias importantes por transferir, como la justicia y 
la regulación del transporte público, entre otras, que continúan siendo responsabilidad del 
gobierno nacional. Este proceso de descentralización tiene como objetivo fortalecer la 
autonomía de la Ciudad de Buenos Aires y garantizar una gestión más eficiente y cercana a 
los intereses y necesidades de sus habitantes. Sin embargo, la finalización de este traspaso 
requiere de un marco normativo que regule las condiciones y el alcance de estas 
competencias, a fin de lograr un equilibrio adecuado entre los poderes nacionales y locales. 
 
En cuanto al Puerto de la Ciudad, cabe destacar que la Ley 24.093, sancionada en 1992, 
regula la habilitación, administración y operación de los puertos en Argentina, incluyendo la 
transferencia de su gestión a municipios, provincias o actores privados. Esta ley fue 
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parcialmente vetada por el Decreto 1.029/92, que impidió que la Ciudad de Buenos Aires 
solicitara la transferencia de su puerto, restringiendo su capacidad de administración. 

La reforma constitucional de 1994, en su artículo 129, establece un régimen de gobierno 
autónomo para la Ciudad de Buenos Aires, que incluye el derecho a legislar y administrar 
cuestiones locales, como su puerto. La Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, en su 
artículo 8, declara que el Puerto de Buenos Aires es de dominio público de la Ciudad, que 
controla sus instalaciones, sean concesionadas o no. Además, su Legislatura tiene la facultad 
de dictar la ley de puertos (art. 80) y el Jefe de Gobierno debe administrar el puerto (art. 104). 

En este contexto, es esencial que la Ciudad administre su puerto para coordinar políticas 
públicas eficientes y reforzar la economía nacional. La transferencia del puerto a la Ciudad 
facilitaría una mejor administración y conexión con el resto del mundo. Proponemos 
modificar la Ley 24.093 para que la Ciudad de Buenos Aires pueda solicitar la transferencia 
de su puerto, igualando su situación con otras jurisdicciones del país, según el procedimiento 
establecido en el Decreto 769/93. La Constitución Nacional y la de la Ciudad avalan esta 
transferencia, ya que no hay razones jurídicas para que el Puerto de Buenos Aires siga bajo 
control del Estado Nacional. 

La problemática relación entre Ciudad y gobierno federal la explicó claramente Leandro 
Alem en su discurso contra la federalización de Buenos Aires en 1880. Allí, el líder radical 
alertaba sobre la importancia de defender Buenos Aires, que, por sus elementos materiales y 
morales, tenía una "influencia legítima que la hace ser siempre una valla para los avances del 
poder extraviado". La ciudad es, por razones de prosperidad cultural y económica, un 
elemento de poder fundamental para equilibrar la relación de fuerzas en la República. Por 
eso, tantos gobernantes quisieron quitarle poder. Quizás por sus orígenes ligados al comercio 
y a la apertura, la identidad política de la ciudad de Buenos Aires se configuró como un 
bastión del liberalismo en sus diversos ámbitos. A lo largo de la historia jugó un papel de 
muralla contra distintos poderes fácticos internos y externos. Esto tuvo claras consecuencias 
de represalia y, por consiguiente, produjo que recién en los últimos años los ciudadanos estén 
recuperando su capacidad para decidir sobre la policía, subtes, juegos de azar, registro de 
personas jurídicas, puerto o educación. 

En conclusión, este proyecto de ley busca seguir consolidando la plena autonomía de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, permitiéndole ejercer el control y la administración de 
áreas clave como la Inspección General de Justicia, el Puerto, el Registro de la Propiedad 
Inmueble y la Terminal de Ómnibus Retiro, en concordancia con lo dispuesto por la 
Constitución Nacional y la de la Ciudad. La transferencia de estas competencias fortalecerá 
las capacidades institucionales locales, garantizando una gestión más eficiente, ágil y 
adaptada a las necesidades de los porteños y porteñas. Además, permitirá un desarrollo más 
integrado y sostenible, optimizando los recursos públicos y mejorando la calidad de los 
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servicios. Este paso hacia la descentralización no solo reafirma el compromiso con el 
federalismo, sino que también envía un mensaje claro sobre la importancia de dotar a la 
Ciudad de Buenos Aires de las herramientas necesarias para gestionar sus propios asuntos y 
contribuir al bienestar de sus habitantes y al crecimiento económico del país. 

 
 
 

 
Maximiliano FERRARO 
Paula OLIVETO LAGO 
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